
El Pleno del Senado, en su sesión celebrada el día 27 de octubre de 2017, 
ha aprobado, por mayoría absoluta, autorizar las medidas requeridas por el 
Gobierno, al amparo del artículo 155 de la Constitución, en los siguientes términos: 

 
I. El Senado constata:  
 

a. La extraordinaria gravedad en el incumplimiento de las 
obligaciones constitucionales y la realización de actuaciones 
gravemente contrarias al interés general por parte de las Instituciones 
de la Generalitat de Cataluña. 
 

b. Que el Presidente del Gobierno planteó un requerimiento al 
Presidente de la Generalitat para que procediera al cumplimiento de 
sus obligaciones constitucionales y a la cesación de actuaciones 
gravemente contrarias al interés general, y que dicho requerimiento no 
ha sido atendido por el Presidente de la Generalitat. 

 
II. El Senado considera que procede la aprobación de las medidas 

necesarias para garantizar el cumplimiento de las obligaciones 
constitucionales y para la protección del interés general por parte de la 
Generalitat de Cataluña, incluidas en el Acuerdo adoptado por el 
Consejo de Ministros de 21 de octubre de 2017, con los siguientes 
condicionamientos y modificaciones:  

 
a. En el apartado A, referido a “Medidas dirigidas al Presidente de la 

Generalitat de Cataluña, al Vicepresidente y al Consejo de Gobierno”, 
el tercer párrafo tendrá la siguiente redacción: 
 
“El ejercicio de dichas funciones corresponderá al Gobierno de la 
Nación o a los órganos o las autoridades que cree a tal efecto o 
designe el Gobierno de la Nación”. 
 

b. Respecto del apartado C.3. “Área de telecomunicaciones y 
comunicaciones electrónicas y audiovisuales”: 
 
Se excluyen de la aprobación del Senado las previsiones del último 
párrafo de este apartado respecto al ejercicio de las facultades de la 
Generalitat en el ámbito del servicio público autonómico de 
comunicación audiovisual. 
 

c. Al apartado D “medidas dirigidas al Parlamento de Cataluña”: 
Suprimir los párrafos segundo y tercero del subapartado D.4, ambos 
relativos a la remisión a una autoridad gubernativa estatal de actos del 
Parlamento de Cataluña, por ser contrarios a la Constitución. 
 



d. En el enunciado de las medidas contenidas en el punto E.1. Normativa 
estatal y autonómica de aplicación, entiéndase suprimido el primer 
párrafo por estar duplicado, y el segundo párrafo pasará a tener la 
siguiente redacción:  
 
El ejercicio de las competencias, facultades y funciones que, en virtud 
de lo autorizado en este Acuerdo, se atribuya a los órganos o 
autoridades creados o designados por el Gobierno de la Nación, se 
ajustará a la normativa vigente, estatal o autonómica, que en cada 
caso resulte de aplicación. 
 
La revisión jurisdiccional de los actos y disposiciones dictados por 
sustitución en las funciones o competencias de los órganos de la 
Administración de la Generalitat de Cataluña se sujetará a las 
previsiones de la legislación procesal. La revisión jurisdiccional de los 
actos y disposiciones dictados en aplicación de las medidas previstas 
en este Acuerdo corresponderá a los juzgados y tribunales del orden 
jurisdiccional contencioso administrativo, en atención al rango de los 
órganos o autoridades creados o designados por el Gobierno de la 
Nación. 
 

e. En el apartado E.4, referido a “Modificación de los Departamentos, de 
las estructuras orgánicas y de los organismos, entes o entidades 
vinculadas o dependientes de la Generalitat de Cataluña”, el primer 
párrafo tendrá la siguiente redacción:  
 
Acordado el cese del Presidente, del Vicepresidente y de los 
Consejeros de Gobierno, el ejercicio de sus respectivas funciones en 
orden a la organización de los Departamentos de la Generalitat de 
Cataluña, prevista en el artículo 23 de la Ley 13/2008, de 5 de 
noviembre, de la presidencia de la Generalitat y del Gobierno, 
corresponderá igualmente al Gobierno de la Nación o a los órganos o 
autoridades creados o designados por el Gobierno de la Nación en 
sustitución de aquéllos. 
 

f. En el apartado E.8, referido a “Potestad disciplinaria y traslado del 
tanto de culpa al Ministerio Fiscal”, el primer párrafo tendrá la siguiente 
redacción: 
 
El incumplimiento de las medidas contenidas en el presente Acuerdo 
se entenderá como incumplimiento del deber de fidelidad a la 
Constitución y al Estatuto, a los efectos de las infracciones previstas 
en la normativa disciplinaria estatal o autonómica de aplicación, sin 
necesidad de recurrir a informes previos sobre los expedientes 
disciplinarios. 
 



g. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 66.2 de la Constitución, las 
facultades de seguimiento y control de las medidas contenidas en el 
Acuerdo se atribuyen a la Comisión conjunta de las Comisiones 
General de Comunidades Autónomas y Constitucional.  
 

h. Respecto del apartado E.9. Duración y revisión de las medidas: 
 
En este apartado se contemplan previsiones respecto de la posibilidad 
de plantear modificaciones o actualizaciones de las medidas, así como 
de anticipar su cese si cesasen las causas que lo motivan 
 
Además, el Gobierno, atendiendo a la evolución de los 
acontecimientos y de la gravedad de la situación, llevará a cabo una 
utilización proporcionada y responsable de las medidas aprobadas por 
el Senado, modulando su aplicación si se produjeran cambios en la 
situación u otras circunstancias que así lo aconsejen. 

 

  Palacio del Senado, 27 de octubre de 2017. 

 

 

 

 


